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El primer gran reto que tuvo nuestro 

actual Congreso, tal como ocurrió con su 

antecesor, el CCD, fue aprobar su propio 

reglamento interno, 

es decir, el conjunto de normas con fuer-

za de ley que regirían su 

funcionamiento. 

Para muchos -sobre todo para los con-

gresistas de la oposición-, es bastante 

cuestionable el éxito con el que el poder 

legislativo cumplió esta primera labor y 

los resultados de esa falta de consenso 

han estado a la vista durante los últimos 

meses: las leyes-sorpresa o 

de medianoche, la falta de debate, la 

falta de acuerdos. 

Evaluando el resultado de este proceso el 

autor hace un estudio crítico y compara-

tivo de las normas que rigen actualmen-

te a nuestro primer poder del Estado. 
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Pese a nuestra reconocida tradición bicameral, ha in­
augurado el Perú, recientemente. un Congreso unicameral. 
N o es 1 a primera vez, por cierto. A nivel de nuestros textos 
constitucionales, la Carta de 1993 es la tercera unicameral, 
siguiendo a las efímeras de 1 ~23 y 1 ~67. En los hechos. 
sin embargo, tuvimos unicameralidad un número mayor 
de veces. Al fundarse la república, San Martín convocó 
un Congreso unicameral, ante quien declinó su mando, en 
setiembre de 1 ~22. Y de su seno saldrían !ajunta guberna­
tiva presidida por La Mar, la Constitución de 1 ~23 y la 

concesión de plenos poderes a Bolívar. Tras la frustrada 
imposiciún de la carta vitalicia de Bolívar (diciembre de 
1 ~26), fue retomada en 1 R27 como molde para el Congre­
so Constituyente que elaboraría la carta bicameral de 1 ~2~. 

Fueron también unicamerales la Convención de 1 ~55, la 
Asamblea de 1~67, el Congreso Constituyente que rigió 
entre 1931 y 1936, la Asamblea Constituyente de 1 '.J7K-79 
y el denominado Congreso Constituyente Democrútico 
(enero de 1993- junio de 1995). 

Como se aprecia, el Congreso unicameral previsto en 
la Constitución de 1993 y que ha iniciado funciones en !m. 

últimos días de julio de 1 '.!95. resulta el primero de esa 
condicil)n que cumplirá exclusivamente labores ordina­
rias. Todos los anteriores -que fueron pocos- e'tuvieron 
involucrados. parcial o totalmente, en labores constituyen­

tes, incluyendo al denominado CCD. Pues bien. conside­
rando que esta innovaciún conlleva una ruptura respecto a 
nuestra secular bicameralidad, es conveniente emprender 
un detenido an<ílisis de su estructura, de su reglamento y 
de su funcionamiento efectivo, especialmente ahora que 
ha culminado la primera legislatura ordinaria y que, como 
nunca, han proliferado numerosos proyectos para modifi­
car el reglamento interno del Congreso. 

1. EL NUEVO MARCO CONSTITUCIONAL 

l. l. Una estructura muy similar 
Como se recuerda, el título IV de la Constitución de 

1979 (denominado "De la estructura del Estado") estuvo 

conformado por catorce capítulos. Aunque vario' de ellos 
tenían vínculos directos o indirectos con el Congreso (como 
el capítulo sobre el presupuesto y la cuenta general), uno 
regulaba cxclmivamente la estructura y composición del 
Congreso. Era el Capítulo I, denominado "Poder Legisla­
tivo" y constituido por veintitrés artículos (arts. 164"-1 ~6"). 

A su vez, otros tres capítulos regulaban su funcionamien­

to, sea en cuanto a procedimientos legislativos (capítulos 

denominados "De la funciún legislativa" y "De la forma­
ciún y promulgación de las leyes"). como en cuanto a los 
mecanismos de control gubernamental (Capítulo VII, ubi­
cado tras el capítulo sobre el Poder Ejecutivo y denomina­
do, por ello, "De la relaciones con el Poder Legislativo"). 
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La Constituci ón de 1993 guar­
da simil ar estructura. Es también su 
título IV. igualmente denominado 
"De la es tructura del Estado" , y 

confonnado -a su vez- también por 

catorce capítulos, el que exhibe los 
capítulos respecti vos: capítulo 1 denominado también "Po­

der Legis lati vo", aunque constituido esta vez por solamen­
te trece artículos (90"-1 02") , y los correspondientes capítu­
los denominados "De la fun c ión legi s lativa", ''De la 
formación y promulgación de leyes" y "De las relaciones 
con el Poder Legislativo". Pues bien. esta similar estructura 
faci litar;í nues tro examen de las restricciones e innovacio­
nes que trajo la Carta de 1993 respecto a la organización y 
al funcionamiento del Congreso. Por cierto: han desapare­
c ido los artículos de la Const ituc ión de 1079 referidos al 

Senado, las referencias a senadores y diputados han sido 

sustituidas por la de "congres istas" y se ha modificado e l 
pmccdimiento de acusación co nstitucional en función de la 
unicameralidad (arts. 90" y 1 00" de la Constituci ón de 1993). 
Pero ha y. asimismo. algunas inte 1Ts;1ntes innovaciones. 
Veamos rápidamente las modilicaciones que contiene la Car­
la de 1993 en cuanto al Congreso de la república. 

1.2. Inexplicables supresiones 
En primer lugar, ha desaparecido la di sposi c ión consti­

tuc ional (an. 168" de la Constitución de 1 079) que estable­
cía las dos legislaturas 
ordinari as . así como las 

fecha s de inicio y fin de 
ambas legislaturas, que 

eran las siguientes: 27 
de julio- 15 de diciem­

bre para la primera le­
gislatura y 1 de abril al 
3 1 de mayo para la se­

gunda. Igualmente, h<t 
sido suprimida la regu-

lación constitucional de la legislatura extraordinaria. al ex ­
tremo de suprimir la autoconvocaloria del Congreso a le­
gislatura extraordinaria. La Conslituci ón de 1079 (arts. 168"). 

indicaba que ella podía ser convocada "a iniciativa del Pre­
sidente de la república o a ped ido de por lo menos dos te r­
cios del número legal de representantes de cada Címara". 

Sin emba1·go , en la Constitución de 1093. en e l capítul o 
respectivo al Poder Legislativo (a rts. 90"-1 02") , no hay re­
ferencia directa ni indirecta a la convocatoria a legislatura 
ext raordinaria. Ella solameme aparece en dos oportunida­
des. Entre los numera les que especifican las atribuciones 
del Presidente de la república (inc 6 del art. 118") y en caso 
de que el nuevo presidente del Consejo de Ministros deba 
exponer su programa general y el Congreso se encuentra en 

receso. moti vo por el cual "el Presidente de la república 
convoca a legislatura extraordinaria" (art. 130"). No hay m~í s. 

Constilllcionalmen le, los congresistas han perdido el dere­
cho a autoconvocarse en legi slatura ex traordinaria. 

En tercer lugar, la Carta de 1993 ha suprimido la refe­
rencia constitucional a l quórum de instalación del Con­
greso en legis latura. sea ordinaria o extraordinaria (art. 

169"). así como e l " llamado" o requerimiento a los con­
gresistas inasistentes. con e l plazo límite de quince días y 
la convocatoria inmediata a los su pl entes ( 170"). Tambi én 
suprimió l<t figura del congresista suplente, aquel ubicado 
"en el orden en que aparecen en J¡¡s li slJs respectivas" (art. 

175"). lgualmenlc . y sin ninguna explicación convincen­
te , la Carta de 1993 ha desaparecido e l principio constitu­
cional de la publicidad de las sesiones (el art. 18 1 ") , prin-
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c ipio que ha permanecido - invariablemen te . en todas nues­
tras Consti tuciones, desde la de 1823 (entonces art. 39")-. 
Y en cuanto al procedimiento legislativo, han desapareci­
do las garantías ciudadanas en materia tributaria previstas 
e n los arts. 103° y 195" (retroactividad favorable y perio­

dicidad anual) , as í como e l "vacatio legi s'' de dieciséis días 

para la entrada en vigor de un;,¡ ley, con lo cua l se constitu­
cional iza una pníctica muy cuestionable y poco garantista. 

1.3. Interesantes innovaciones 
Lo curioso de todas es tas supres iones es que son 1an 

inútil es como inexplicables. No sucede así, en cambio, con 
las innovaciones. Aunque algunas son contro vertidas , va­
rias de ellas -sin embargo- parecen tener la intención de 
mejorar los controles parl amentari os. Vamos a mencionar­
las por separado: 

1 l La Carta de 1903 ha incorporado un mecanismo 

de apoyo a los informes so licitados por los congresistas a 
los mini stros , al agregar la siguie nte fra se: " Lafáltu de 
rcs¡mr:sw da luga r u las res¡}()nsuhilidlldcs de lcv" (se­
gundo p<Írral·o del art. 96") 

2) Aunque es una norma muy contro vert ida . a raíl. de 
l;ts fru straciones generadas tras la acusaciún constitucional 
contra AJan García, se considení necesario colocar un<l l'X­
cepci(ln a la reserva tributaria , en casos de que un<t comi­
sión investigadora o acusadora requiera acceder a inl'orma­
ción bancaria (segundo párrafo del art. !)7"). 

.1) Se res trin ge 
- mu y pos iti vamente­

el uso de las facu ltades 
legislativas delegadas. 
aun cuando se ha omi­
tido el control parla­
mentario vía ¡·;tl i fi c;J­

c ión total. norma 
inherente a la lcgisla-
c iún delegada en e l de­
recho constitucional 

comparado, exigida -por lo dem<Ís- por muchos espcci;l ­

li slas peruanos. Inc lu so. manti ene e l error de la Ca rt a de 
1979 de considerar al decreto legislativo como similar <J i a 
ley, no en su vigencia y erectos (que est;í bien ), sino en su 
promulgación y pub! icaciún. lo cu;tl impide estab lecer - vLt 
ley- un control de "cuarenlena". es tilo Reino Unido o 
España. Por lo mismo. e l párrafo agregado, que obliga ;ti 
Presidentt: a "dar cuenta" al Co ngreso del decreto Jcgi sL\­
li vo (ya publicado en "El peruano"), y no del uso de la 
facultad delegada (proceso previo a su publicaci(lll ). re­
sulta inútil y prescindibl e . La auténtica novedad reside en 
la aparición de ·· materias indclcgahl es" (a n . 104". en con­

cordancia con el arl. 1 O 1 ").prohibidas de delegarsc al Ejc: ­
cu li vo (y a la c'omisión permanente), tales como: leyes or­

g ;ínicas . leyes relat i vas al presupuesto. refo rma s 
constitucionales. ele. 

4) En el precepto que establ ece votac ión c tl i ficada 
(mayoría absoluta) para aprob;lr las leyes org;'lllicas.la C:arl<l 

de 1993 incorpora una definición de ley org;ín1 ca. Son 
aq ue ll as que " regulan la est ru c tura y el fun c ion;1miento de 
las entidades previstas en la C'Dnstituci<'m. así como l<Jm­

bién las otras materias cuya regulacitín por ley o¡·g:ín lca 
es l<í est abl ecida en la Conslitucitín" (a n . 1 05") 

5) El an. 107" de la Carta de 1993 ;tmplía el derecho 
de iniciati va -en las materias que le son propias- a " las 

instituciones públicas autónom<ls. los municipios y los cD­
legios pro fes ionales". Tam bi én con signa la inici ativ;¡ po­

pular, aunque omite regis trar una c ifra co ns tituc ional que 
impida su distorsión mediante ley. 



6) Introd uce e l proc edimi en to del 
·'Qucstion Time", bajo otra denominación: 
·'estación de preguntas''. Literalmente: ''E l 
presidente del Consejo o uno, por lo me­
nos , de los ministros concurre periódica­
mente a las sesiones plenarias del Congre­
so para la estac ión de preguntas" (art. 11 9"). 
Mas adelante, al analizar el reglamento del 
Congreso, veremos los alcances y límites 
del "Question Time" peruano. 

1.4. lunovacioues sospechosas 
Junto a esas seis inn ovaciones . di g­

nas de e logio, han apa recido algunas otras 
que , o bien son prescindibles. o son con-
fusas o son cuesti onabl es. Tambi én vamos a reseñarlas 
por separado: 

1) Se cata loga la fu nc ión de congres ista a "tiempo 
completo" (que sería di stin ta a la fun c ión exdusiva) . En 
el artículo de las incompatibilidades, se agrega este pri­
mer párrafo , que podría tener consecuencias imprevisi­
bles: "Lajil!lc ir)n de conRresista es de tiempo complew; 
le estiÍ ¡¡rohihido desem¡)('liar cualquier cw go o ejercer 
cualquier ¡¡m(esión 11 '!ficio, durante las horas de .fim­
cionam iento del Congreso" (art. 92°). Restaría averi guar 
qué alca nces horarios ti ene e l "funciona miento del Con­
greso'' y , en caso de qu e un con gresi sta cont ravenga , si 
e ll o con llev a la pérdida del mandato parlamentario (con­
secuencia lóg ica de esta prohibición que, sin embargo, 
no está expresamente indi cada). 

2) Se han constitucionalizado algunas atribuciones 
propi as de la comisi ón permanente, que siempre estuvieron 
regul adas en su reglamento. Lo curioso es que, no obstante 
que la comi sión permanente funciona durante el receso del 
pleno. hay aquí atribuciones paralel as , como si fuese una 
segunda cámara, con lo cual se le cercena al pl eno del Con­
greso atribuciones que le corresponden por su propia natu ­
raleza. Es el caso de la ratificación de los nombramientos 
-a propuesta de l Pres idente de la repúbl ica- de altos fu n­
cionarios, que deberían caracterizarse por su au tonomía, 
como el contralor general , el presidente del BCR o el super­
intendente de banca (art. 1 O 1 ", incisos 1 y 2). 

3) Igualmente es cuest ionable conceder a la comi sión 
permanente la facul tad de legislar por delegación del ple­
no durante el receso de éste (art. 101, inciso 4). Es ta inno­
vación , totalmente ext raña al derecho constitucional com­
parado (y que no hay que confundi r con la delegación 
legi slativa a las co misiones ordinarias que se rea li za en 
Itali a y España en plena legis latura ordinaria) , permit irá 
festinar aquellos trámites que garantizan e l amplio debate 
de esos proyectos de ley. incluyendo su estudio en comi­
sión dic tam inadora, y pri va de sentido - además- a la le­
gislatura extraordinaria. 

4) Se mencionan dos nuevas atribuciones del Con­
greso , innecesariamente, pues al fi nal se conserva la alu­
sión a las "demás atribuciones reconocidas'' (an. 1 05°). 
Por lo demás. una de ell as ya es taba reconocida en otro 
sector de la Constitución ( "Autorizar al Presidente de la 
re¡¡ública ¡¡ara salir del país"). No obstante , como vere­
mos m<ís adelante , ha sido infringida dos o tres veces, al 
concederse la autorización para viajar por med io de la co­
misión permanente (no fi gura entre sus atribuciones) y no, 
como corresponde, por el pleno del Congreso. La otra atri­
bución es tan extraña como controvert ida: "Prestar con­
sentimien/0 para el ingreso de tropas extmnjeras en el 
territorio de la repiÍhlica. siem¡¡re que no af'ecte, enfomza 
alguna, la soberanía nacional " (i nci so 8 del art. 1 02°). 
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5) Se agrega un principio ("La Constitución no am­
para el abuso del derecho " ), propio del derecho c ivil , y 
sólo apli cable po r un juez, como sal vaguarda para los más 
débiles en casos en que la otra parte en liti gio imponga 
sobre é l una responsabilidad que agrave un a condición ya 
desventajosa. El "abuso del derecho" es, por tanto , un prin­
cipio extraño al derecho público y contrario al derecho 
constitucional , cuya principal preocupación es garan tizar 
e l auténti co eje rcic io de todo derecho constitucional. Tam­
poco es principio propio del derecho parl amentario. Sin 
embargo, asombra que un principio semejante fuese colo­
cado nad a menos que en el capítul o que regula la fu nci ón 
legis lati vn del Congreso (cuarto pürrafo del art. 1 03"). 

6) En cuanto al proceso de interpelación, si bien era 
necesario deli mitar el plazo entre la presentación de l plie­
go y su deba te y vo tac ión (la Constit ución de 1979 indi ­
caba que se realiza rían "por lo menos tres días después") , 
la Carta de 1993 ha ex tendido demasiado e l plazo de en ­
friamiento -hasta el déc imo día natural ( 134")- , con lo 
c ua l puede con vertirse. müs bi e n , en un período de 
congel ami ento . 

7) Respecto a la revisión y aprobación de la cuenta 
general, func ión esencialmente fiscalizadora que cumpl e 
todo el parlamento, con la finalidad de comprobar si e l 
Ejecuti vo ha usado y destinado los fondos públicos con ­
forme a lo presupuestado, la Carta de 1993 incorpora una 
novedad verdaderamente insólita. Si. en un pl a1.0 previs­
to, e l Congreso no aprueba la cuenta general. la ap robarü 
el propio Ejecuti vo mediante decreto legislat ivo (art. 8 1 ") . 

8) Además, la Constitución de 1993 ex ige al Congre­
so unicamcral votar una cuestión de cont1anza al gabi nete, 
cuando éste se presenta a exponer el programa guberna­
mental en los tre inta días de haber iniciado funciones (a rt. 
130"). En principio, esta innovación carece de sentido. Es 
inaplicable esta pieza vertebral del régimen parlamentari o 
europeo en un sistema políti co de esquema presidencial 
como el nuest ro , donde el auténtico jefe de gobierno es el 
presidente de la república y ni siquiera as iste al Congreso a 
debat ir su programa. La cuest ión de confianza para inaugu­
rar funciones de gobierno es válida exclusivamente en los 
regímenes donde el poder de decisión reside en la mayoría 
parlamentaria y el presidente del consej o de ministros, que 
es el je fe de gobierno, requiere confianza de esa mayoría 
para gobernar. No obstante, los autores de esta propuesta 
dejaron perfectamente establecido que su propósito no era 
darle mayor poder al parlamento, sino, por el contrario, ali­
nearlo con ct gabinete, amenazündolo -en caso cont rario­
con una posible disolución, permitida si el Congreso niega 
con fian za a dos consejos de minist ros (arts. 133" y 134"). 
En suma , una norm a que en Europa es el origen del poder 
parlamentario, resulta usada en el Perú con propósitos neta­
mente antiparlament arios. 
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9) Por si fuera poco, el cues­
tionado derecho de disolución, que 
antes podía aplicarse sólo parcial­
mente al Congreso (pues el Sena­
do, como en Francia, era indiso-
luble), ahora-por la conformación 

unicameral del Congreso- es una disolución total y sólo 
requiere censurar o negar confianza ·a dos -ya no tres­
consejos de ministros. Y la Constitución de 1993 se ex­
playa, con inocultable satisfacción, en torno a lo que ha 
denominado el "interregno parlamentario", que sería el 
período existente entre la disolución del vigente parlamento 
y la elección e instalación del nuevo parlamento. Ese "in­
terregno" no tiene precedentes en el derecho constitucio­
nal democrático. Se trata de una dictadura abierta, en la 
que la comisión permanente pierde capacidad normativa y 
de fiscalización y queda convertida en un almacén de de­
cretos. En tal "interregno" -citamos textualmente la Cons­
titución de 1993- "el Poder Ejecutivo legisla mediante de­
cretos de urgencia, de los que da cuenta a la Comisión 
Permanente para que los examine y los eleve al Congreso, 
una vez que éste se instale" (art. 13SO). Una auténtica mesa 
de partes. Además, 
tampoco tiene prece-
dentes como plazo de 
duración sin un parla­
mento en funciones). 
Puede prolongarse has­
ta por seis meses, ya 
que la Carta de 1993 
sólo indica que la elec­
ción del nuevo parla­
mento debe realizarse 
hasta cuatro meses des­
pués de haber sido di-
suelto el anterior ( art. 
134"). 

2. UNA GRAVE OMISIÓN 

(CONSTITUCIONAL): EL DOBLE DEBATE 

2.1. Un principio 
inherente a la unicameralidad 
Hasta aquí hemos evaluado el nuevo marco constitu­

cional desde una perspectiva comparada, ceñida exclusi­
vamente al tenor original de la Constitución de 1979 y a 
las supresiones e innovaciones que de esa comparación se 
desprenden. Sin embargo, la decisión de introducir en el 
Perú un Congreso unicameral limita este primer esquema 
comparativo y exige, más bien, acudir al derecho constitu­
cional comparado y rastrear en él aquellas disposiciones 
inherentes a todo marco constitucional que exhiba un Con­
greso unicamcral. 

La razón de esta búsqueda es muy sencilla. Por su 
propia naturaleza, un Congreso unicameral tiene meno­
res garantías para la seguridad jurídica de los ciudada­
nos y para el cabal ejercicio de las minorías parlamenta­
rias. Ese es el caso, por ejemplo, del doble debate o la 
doble votación, principio que es propio de todo Congre­
so unicameral y que ha sido omitido tanto en el texto 
constitucional como en el reglamento del nuevo Congre­
so. Debió asumírsele, por cierto, como un precepto cons­
titucional inherente a la unicameralidad, en sustitución 
de los arts. 191" y 192" de la Constitución de 1979, des­
tinados a regular el procedimiento legislativo entre el 
senado y la cámara de diputados. Lo preocupante de tal 

omisión es que, al no exigirse en el texto constitucional 
(ni en el reglamento) el principio del doble debate, faci­
lita las cuestionadas leyes-sorpresa, caracterizadas por 
arrasar con el principio de la amplia deliberación parla­
mentaria y por poner en jaque la seguridad jurídica de 
los ciudadanos. Veamos con detenimiento qué nos dice 
el derecho constitucional comparado. 

El amplio y público debate de las leyes, y su posterior 
revisión, es un principio respetado por parlamentos 
bicamerales y unicamcralcs. Así, en caso de disponer la 
organización de un Congreso unicameral, la Constitución 
suele exigir al interior del Congreso, para cada proyecto 
de ley, un doble o hasta un triple debate. Este principio 
asegura la revisión y meditación del proyecto legislativo y 
permite a la ciudadanía y a la opinión pública emitir sus 
juicios, comentarios y -de ser el caso- preocupaciones, 
entre debate y debate. Así sucede, por ejemplo, en la asam­
blea unicameral danesa (denominada Folkcting). Por man­
dato de la Constitucicín danesa de 1953, ella realiza hasta 
tres lecturas del proyecto de ley a debatirse, durante sesio­
nes distintas. La primera lectura es meramente informati­
va, mientras que la segunda y tercera lecturas presiden los 

dos debates principales 
del proyecto de ley. 

2.2. Hasta 
triple debate ... 

En los Congresos 
unicamcralcs de Améri­
ca latina (salvo el extra­
ño caso del Congreso 
unicamcral del Perú), se 
recoge este mismo prin­
cipio. Doble debate exi­
gen los respectivos tex-
tos constitucionales a 
los parlamentos unica­
meralcs de Ecuador. 

Costa Rica y Nicaragua. La Constitución del Ecuador ( I9n) 
establece, por ejemplo, en su art. 6~": "La aprohacián de 
una ley exigirá su discusión en dos de ha tes". A su turno, la 
Constitución de Costa Rica ( 1949) coloca -junto con el prin­
cipio del doble debate- el requisito de las sesiones diferen­
ciadas, evitando que ellas se realicen en días consecutivos: 
"Todo proyecto para convertirse en ler de he ser oh jeto de 
dos dehates, cada llllO en distinto día no conseclttil'o ... " 
(art. 124"). La Constitución de Nicaragua ( 19~7) exige, mús 
que dos debates. dos votaciones, estableciendo fases para la 
aprobación definitiva del proyecto de ley y las característi­
cas que tcndrú cada debate. Tras el estudio y deh<ttc en la 
Comisión respectiva. el dictamen evacuado por ésta -seña­
la la Carta nicaragüense- "st'rá leído ante cf¡,lcnario r será 
sometido a debate en lo general; si es aprohado, será so­
metido a dehate en lo particular" (art. 141 "). Y la Carta de 
República Dominicana (art. 39"), pese a que su Congreso es 
hicameral, establece que: "Todo proyecto de ley admitido 
en una de las cámaras se someterá a dos discusiones distin­
tas, con un intervalo de un día por lo menos entre una y otra 
discusión ... " (art. 39"). 

Otros Congresos unicameralcs, como los de Panamá. 
Guatemala y Honduras, exigen hasta una triple discusi6n 
para aprobar un proyecto de ley. En tales casos, el precep­
to constitucional precisa, en los tres casos. que esos dcha­
tes deberán celebrarse en días distintos, sin rechazar la 
posibilidad de que fuesen consecutivos. Así, por ejemplo, 
el art. 160" de la Constitución de Panamá establece: "Nin­
gún provecto será ler de la Re¡níhlica si no ha sido apro-
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hado 1)()rla a.wmhlea lc¡;islati1•a entres de­
hales, en días dislinlos v sancionado por el 
l:jentl ivo en la Júmw que disi)(Jfl t' esta 
Crmslituciún" . El an. 176" de la Constitu­
ción de Gu atema la indica: "Se pondrá ti dis­
cusirín en 1 res sesiones celebradas en dis­
tintos días r no podrá l'o/arse hasta que se 
lenga por Sl(/icienlemente discutido en la 
tercera sesirin" ( 176") . En esa misma línea, 
el an. 214" de la Constitución de HonJuras 
se1i ala: "NingiÍn 1m>yecto de fer será deJi­
nitii'UIIIente \'Oiado sino después de tres de­
ha tes tj(•ctuw los en distintos días ... •· 

2.3. Perú: 
antecedentes constitucionales 
Sin embargo , la Constitución peruana 

de 199 3 . que con tanto entusiasmo ado ptó la 
unicameralidad, omit e este procedimiento básico, garan­
tía para un a mejor deliberac ión y fren o inmejorabl~ para 
las ac titudes sorpresivas o arb itrarias Je la mayoría par­
lamentaria. Y nada ex plica ni justifica esta !l:rave omi­
sión, pues has ta nuestra propia tradi ción con~titucional. 
cada vez qu e iment (l ''Piicar la unicameralid ad, consignó 
este principio medular de la doble di sc usión como reL~Ui­
sito para aprobar cada proyecto de Jc v. La Constitu ción 
de 1 X23. sumamente rígid a, introduj;l , no só lo Jos dos 
debates del proyecto en el Congreso L;nicameral, sino que 
Interpu so, entre ambos debates. al senado conservador 
espec ie de Co nsejo de Estado que, si n embargo, no ac: 
tu aba como entidad legislativa ni co legisl adora. Y la 
Constituciún de l l::67, que fue la segunda y última en 
estab lecer un parlamento unicameral, estableció, muy 
nítidamente, en su art. 61": "Los 1"'0\'ectos o resolucio­
II <'S de interh· general. no serán ¡mestos u/ voto, sino 
des1més de segunda discusirín, que tendrá lu¡;ar a los 
tres dias cuw1do 111enos de haherse cerrado la 1>ri111era. 
/:'/ trá111ite de segtmda discusión, podrá ser dispensado 
en los asuntos de carácter urgente, por dos tercios de 
los dii>Uitu!os ¡>resen te.1· ". 

Co mo se apreci<l, el texto de la Constituci ón peruana 
de 1 H67 l\1e muy completo co mo pan1 discul par la omi­
sión comctid<l por los autores J e la Constitución de 1993. 
Ade más del principio del doble debate, exigido al tercer 
día del anter·ior debate (como distancia míni;~ a). contem­
pl ó una vía de excepción para aquellos casos en Jos que 
consensualmente -mayorías y minorías- considerasen pres­
cindible la segunda discusiún. sea porque ambos scctor·cs 
consideran urgente aprobar e l proyecto, porque hay cierto 
consenso o visible un animidad a su favor o porque ha sido 
sufi c ientemente debat ido. Pero , prudente mente, como ga­
rantía para ev i1:1r el manejo arbitrario de esta excepción, 
nu estra Constitución de 1867 colocó una representativi­
dad su fi ciente: sólo una votación fa vo r·able de 2/3 de Jos 
congresistas present es podrá di spensar de la segunda di s­
cusión al proyecto de ley. Semejante sistema d~ dispensa 
figura . por cierto , en algunos regímenes unieameral es. Por 
eJemplo: la Constitución de Guatemala, mediante reforma 
constitucional aprobada en 1993, ha admitido exceptuar a 
un proyecto de ley del tripl e debate sólo si 2/3 del número 
tot<\ 1 de cnngresistas - no d ~.: los presentes , sino del núme­
ro total, que es una cifra mayor- declara la urgencia del 
proyecto. Textualmente: "Se ¡•.rcepltÍti/1 {[(lile/los casos l ' ll 
<f ll <' el Con greso declare dr· 11rgencia nacional con eii '0 /0 
jin·orahle de las dos 1erceras 1wrtes del número total de 
dipu!ados lfiiC lo illlegra11 " (art. 176"). 
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2.4. Otra omisión: 
los derechos de las minorías parlamentarias 
En cualqui er caso, si no se desea ampliar· ni perfeccio-

nar e l tex to constitucional de 1993, esta inex pli cable omi­
sión podría ser salvada a través de un a adecuada regula­
ción en el regla mento del Congreso. Por ci erto: no se 
trataría de la única omisión. La organi zación de un Con­
greso unicameral requi ere. mucho más que uno hi cameral, 
ga ranti zar - si es posibl e en la propia Constituci ón- el de­
recho Je información , participación y de in ves tigación y 
control que les corresponde ej ercer a la minoría parlamen­
taria. Estas garantías procesales procuran dinamizar el fun­
cionamiento del Congreso med iante acciones convergen­
tes de las mayorías y minorías parlamentarias, sin cquc 
aquellas avasa llen los derechos de éstas y sin que la mayo­
ría - que event ualmente hegemoniza la conducc ión del 
Congreso- pueda actuar arbitraria o sorpresi vamente frente 
a la ciudadanía. 

Los mecani smos qu e salvagu ardan a las minorías par­
lamentarias , evitando que sean avasalladas por la eventu al 
mayoría , son mu y vari ados. Así , por ejemplo, la Constitu­
ción danesa permite que solamente los 2/5 de Jos com!rc­
sistas solicite postergar la terce ra lectura (y, por tan!;, L:J 

segundo y definitivo debate) hasta por doce días. Similar 
es el denominado debate de cl ausura de la cámara de Jos 
comunes: cuarenta diputados o com unes (de un total de 
<í51 miembros de la dmara, cifra inferior, en consecuen­
cia, al 8% del total de la Cámara), puede clausurar un de­
bate y pedir su postergación por unos días, a fin de estar 
mej or preparados y evitar actitudes sorpresivas de lama­
yoría. El mismo propósito se asegura estableciendo un pla­
zo mínimo e inalterable entre la present ación de un pro­
yecto de ley y su posterior debate -o debates- en el pleno. 
Así, por ejemplo, el art 68" de la Constitución del Ec uador 
- que también tiene, recordemos, un Con!l:reso unicameral­
plantea un plaw mínimo de quince día;, previos al dcha­
te, para garantizar que un proyecto de ley está en conoci­
miento de Jos diputados: "NingiÍn pmvecto de /ero de ­
creto podrá disclllirse, sin que su texto .sea enln'gc~do con 
quince días de ant icipación u cada di1mtw lo ". 

En cualquier caso, es altamente recomendable que es­
tas garantías para evitar e l abuso de la mayoría parlamen­
tari a y canalizar sin res tricciones el ejercicio par lamenta­
rio de las minorías figu ren como preceptos constitucional es. 
tal como sucede en los ejemplos reseñados. Pero , si no 
fuera posible, podría también incorporarse en el regla mento 
del Congreso. O como práctica parlamemaria, no rcgul~l­
da y cordialmen te sobrellevada por mayorías y min,;rías. 
Lo i mponanle es no omitirla. En nuestro caso, seguramente 
el regJ,lmento del Congreso sed el lugar aproJ;iado para 
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incorporar estas garantías proce­
sales, máxime si se ha estrenado 
un Congreso unicameral sin ante­
cedentes institucionales ni expe­
riencias previas y a contracorrien-
te de nuestra conocida tradición 

bicameral. Ésa debe ser, por lo demás, una de las razones 
por las cuales la reforma del reglamento ha concentrado la 
atención de los especialistas y el interés de numerosos 
congresistas, tal como lo demuestra la enorme y sorpren­
dente cantidad de proyectos de reforma del reglamento 
presentados en la primera legislatura, culminada en la 
madrugada del 16 de diciembre. 

3. EL NUEVO REGLAMENTO DEL CONGRESO 

El reglamento del Congreso es un instrumento de apli­
cación interna que habitualmente goza de especial perma­
nencia, gracias a la continuidad de una tradición parla­
mentaria, cuyas prácticas perviven por decenios y 
constituyen el auténtico núcleo para la regulación consen­
sual de los procedimientos parlamentarios. Sustentado en 
ese marco tan propio, la presencia de un nuevo texto cons­
titucional nunca altera en lo sustantivo las disposiciones 
del reglamento del Congreso. Cuando más, suele asociar, 
a la vigente y respetada tradición parlamentaria, ciertas 
innovaciones en el procedimiento legislativo o en los ins­
trumentos de control, asimilables fácilmente en el texto 
original del reglamento, gracias a su llexibilidad y capaci­
dad de adaptación. Recuérdese, simplemente, que el últi­
mo reglamento de la Cámara de Diputados ( 1988) reem­
plazó al de 1853, que se mantuvo vigente hasta la primera 
legislatura ordinaria de 1987, adaptándose, a través de más 
de un siglo de actividades parlamentarias, a los respecti­
vos textos constitucionales de la época: 1856, 1860, 1920, 
1933 y 1979. 

3.1. ¿Parto prematuro? 
Es la ruptura de nuestra tradicicín bicameralla que jus­

tifica, desde el inicio, la aprobación, ya no de un regla­
mento nuevo (como lo era en 1988 el de Diputados), sino 
de un reglamento distinto, adaptado a la unicameralidad 
consignada en la Constitueicín de 1993. Por tal motivo, a 
diferencia del recorte y parchado que recibió la Constitu­
ción de 1979 en sus di versos títulos, capítulos y artículos, 
era imposible confeccionar un nuevo reglamento del Con­
greso con tijera y cinta scotch. Con mayor razcín, si en la 
Constitución de 1993 se detectaron vacíos importantes que 
el reglamento podría subsanar, necesitaban tomarse un 
importante tiempo de estudio, meditación y debate en fun­
ción de un proyecto de reglamento lo más consensual po­
sible. Además, necesitaban apelar al derecho constitucio­
nal comparado, así como estudiar -por lo menos- el 
ejercicio de la unicameralidad en algunos países próximos 
como Ecuador o Costa Rica y, por cierto, nuestra exigua 
experiencia unicameral ( 1823, 1867 y 1931 ). 

Sin embargo, la única experiencia unicameral consi­
derada por ellos fue -al parecer-la de ellos mismos, como 
congreso constituyente democrático de índole unicameral, 
en funciones desde enero de 1993. En tal caso, el nuevo 
reglamento del Congreso sería una versión corregida. am­
pliada y muy mejorada del reglamento del CCD (en vigor 
entre febrero de 1993 y junio de 1995), cuya deficiente 
redacción -consumada en 54 artículos- motivó numero­
sas controversias e insólitas prácticas, como la del deno­
minado "consejo directivo ampliado", creado como tal por 
ausencia -en su reglamento- de una comisión permanen-
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te. Sólo que en esta oportunidad tiene 93 artículos y está 
mejor estructurado, al grado que tiene una comisión per­
manente que funciona -incluso- en paralelo con las sesio­
nes ordinarias del Congreso. 

Efectivamente: al igual que la Constitución de 1993 y 
que el reglamento del CCD, también el vigente reglamen­
to del Congreso fue elaborado y aprobado por los miem­
bros del CCD Fue aprobado precipitadamente y sin mayor 
debate, razón por la que conserva casi intacto el proyecto­
borrador elaborado por un funcionario del Congreso a so­
licitud de la comisión de Constitución. Si cotejamos am­
bos, descubriremos que parecen mellizos: tienen la misma 
estructura, la misma división en capítulos y secciones, los 
mismos subtítulos que anteceden los artículos (aunque eran 
96 los artículos del proyecto de reglamento) y hasta la 
misma división de incisos con similar estilo e idéntica re­
dacción. Así, casi sin ninguna modificación (los 
contadísimos cambios, principalmente debido a supresio­
nes, serán analizados más adelante), el proyecto de regla­
mento fue sometido y aprobado en el pleno del eco. en 
sesión realizada el 13 de mayo de 1995. Publicado en "El 
peruano" el lunes 26 de junio, entró en vigor a fines de 
julio, al celebrarse las juntas preparatorias para la instala­
ción del nuevo Congreso. 

Pues bien, como aquel proyecto de reglamento enco­
mendado por la comisión de Constitución no fue obJeto 
de amplio y detenido debate, ni en la misma comisión. el 
vigente reglamento -que orienta los dehates del Congreso 
unicameral- arrastra todas las críticas y observaciones que 
hicieron las minorías parlamentarias en el eco y que rea­
lizaron -y todavía realizan- los congresistas debutantes 
cuyos actos se rigen por aquel reglamento. irresponsable­
mente aprobado de un día a otro. 

Por la ausencia de un estudio y debate apropiados para 
inaugurar este nuevo sistema de regulación de los proce­
dimientos parlamentarios, podríamos decir que el vigente 
reglamento emana de un parto prematuro, que casi lo con­
vierte en una criatura semi-elaborada. Sin embargo, resul­
ta di fíci 1 aceptar este calificativo para un reglamento apro­
bado y promulgado en las postrimerías del funcionamiento 
del CCD, precisamente cuando ya hahían sido electos los 
miembros del nuevo Congreso que entraría en funciones 
al mes siguiente y se habría de regir por ese reglamento. 
Obviamente, si nosotros fuésemos mal pensados, tamaña 
demora -así como la amencia de un proyecto propio y la 
negativa a realizar un debate público y alterado dclnuc\·o 
Congreso- podrían sugerirnos que no la demora no fue 
casual y que -para definir las nuevas reglas del Congreso­
primo cierto di culo político en lüncicín de la bancada que 
tendría en el nuevo Congreso quienes eran holgada mayo­
ría en el CCD. 

3.2. Algunas contradicciones internas 
En cualquier caso, esta prisa por aprobarlo sin mediar 

debate ha dejado una costosa factura, que explica -más 
allá de los vacíos y problemas vinculados con la doctnna 
constitucional y con el derecho parlamentario- que hubie­
sen prosperado algunos errores gramaticales que exigían 
-por lo menos- una mínima revisión, tal como el enuncia­
do que precisa que los congresistas son "elegidos en for­
ma democrática" (art. 2°). Pero también hay faltas de con­
cordancias y hasta contradicciones al interior del nuevo 
reglamento, al extremo de otorgarle una función similar a 
distintos órganos del Congreso (consejo directivo, mes~1 
directiva o pleno). Pues bien, de esas ligeras y presurosas 
modificaciones han surgido algunas insólitas y muy noto­
rias faltas de concordancia, como las siguientes: 
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(a) En primer lugar, el reglamento confiere la atri­

bución de aprobar el presupuesto y la cuenta general 
de l Congreso tanto al consejo directivo (que reúne a 

los voceros de todos los grupos parlamentarios), como 
a la mesa directiva. El inc b) del art. 30" establece la 

siguiente atribución al Consejo Directivo: "Apmbar 
el presupuesto y la cuenta geneml del Congreso, an­
/es de .1' 11 presentación al pleno del Congreso por el 
lm'.l'idi!nte". El ;Jrl. 33", sin embargo, reconoce similar 

atribución a la mesa direc tiva: "Aprueba el Presu¡meslo 
\'la cuenta general del Congreso antes de su¡Jresellla­
~·i<ín ai¡Jieno del Congreso por d presidente" . 

(b) Otro error semejante se encuentra en la aproba­

c ión del cuadro de comisiones, función atribuida -simul­

lcíneamente- al pleno y al consejo directivo. Según el inc 
g) del art. 30" corresponde al consejo directivo: "Apmbar 
fcJ.I' planes de tmbajo /egis!atil•o, el cuadro de comisiones 
\' cualquia otm ¡¡fan o pmyecto ... ". Y según el segundo 

párrafo del an. 34" del mismo regl amento , correspondería 

al pleno: "/:'/ lileno del Congreso apmeba el cuadro de 
confomwción de co111isio11C.'S dentro de los cinco días há­
biles posteriores ... " 

(e) Las comisiones ordinarias. según el proyecto de 
reg lamento (art. 36"), se encargarían "del estudio y dicta­

'";" de los asuntos ordinarios de la age11da del Congreso, 
co11 ¡Jrioridad m la .fímción legislativa". El reglamento 
agrega, como finalidad, "la.filllciánlegislativa y defisca­
li~ac~iún", con lo cual establece una incohere nci a respecto 

a la existencia y objetivos de la comisión de fiscalización. 

(d) El proyecto de reglamento (a rl. 93", inc d) había 

previsto unldmile para controlar los decretos de urgencia 

que culmina indicando que . si el pleno aprueba el di c ta ­

men de la comisión ((jue descalifica el dccretu de urgencia 

por exceder el ;ímbilo o la atribución o no justificarse su 
uso) . ser;í obligación del presi dente del Congreso tran s­

mitir al presidente de la república el "acuerdo'' para que 

" proceda a derogar el decreto de urgenci<l de inmediato" . 

Sin embargo. aunque conserva intacto casi todo el trámite 

establecido en e l proyecto, el reglamento ha modificado el 

aspecto culminante Liel procedimiento, con la finalidad 

- segú n parece- de desaparecer la alusión al presidente de 

la república. En su lugar. figura un texto poco coherente, 

que insinúa que el Congreso deberá promulgar como ley 

el propio dictamen de la comisión informante. Textual­
mente: "Si el pleno del Congreso aprueba el dictamen de 

la comisión informante, el presidente de l Congreso debe 
promulgarlo por ley' ' (art. 91 ", inc d del reglamento). 

(e) El proyecto (arl. 76") especificó qué sujetos tie­

nen iniciativa legislativa, subdividiéndolos en (jUicnes tie­

nen iniciativa en cualquier asunto (presidente de la repú­

blica. congresistas y c1udadanos) y quienes la tienen sólo 

e n asulllos de su competencia (JNE, Pode r Judi c ial, mi­

nisterio público. dclensor del pueblo, Consejo Nacional 

de la Magistratura, Tribunal Constitucional, Contraloría 

Gc:neral, ~BCR. Superintendencia de Banca y Seguros, 

municipalidades y colegios profesionales). El reglamento 

- inexplicablemente- ha suprimido estas especilkaciones 

(art. 74"), pese;,¡ que: se derivan de la Constitución; pc:ro 

ha dejado intacta -como si no la hubiese n advertido- la 

refe renc ia que, más adelante, hacía el proyecto a los suje­

tos mencionados en su art. 76". Tal referencia resultó apro­

bada nada menos que como parágrafo cu~rlo del art. 76° 

del reglamento , que, así, pareciera citarse a sí mismo. 

Además, consideramos que el reglame nto yerra gra­

vemente al asumir por cuenta propia -sin ninguna concor­

dancia con la Constitución- que existe ceremonia de "in-
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vestidura" en el nuevo Congreso. Así - " investidura''- de­

nomina el reglamento a la exposición , debate y votación 

en torno al programa general del gobie rno, expuesto por 

el presidente del conseJO de ministros en compañía de su 
gabinete, es una ceremonia de " investidura" (mls. 5" y R2"). 
La "investidura", denominación derivada de las antiguas 

monarquías, se incorpora en el moderno derec ho constitu­

cional para reconocer la potestad del parlamento - allli­

~uamente e n manos del rey- de nombrar al nuevo gobier­

~o , e n particular al jefe de gobierno. La '' investidura 

parl amenta ria" identifica - es aplicable exclusivamente- a 
los regímenes parlamentarios, en los cuales e l parlamento 

otorga formalmente la confiam:a para iniciar sus funcio­

nes al jefe de gobierno, ll <1mesc primer minis tro o presi­

dente del consejo de ministros. En con secuencia. ma l po­
dría emplearse tal denominación en un rég im e n de 

estructura presidencial, donde el jefe Lic gobi erno -deno­

minado presidente de la ¡·cpública- . es políticamente irres­

ponsable ante el parlamento y sólo neces ita confirmar la 

elección popular para iniciar su mandato como gobcman­

te. Ni s iquiera puede dec irse que se trata ele la " in ves tidu­

ra" - de ve1·dad irrelevante- del presi dente del com;e_¡o, 

(jUicn ya ha sido nombrado como tal por el presidc111e de 
la república. Para colmo, se señala a la ·'investidura" como 

instrumento de "control político" (art. 5" del reglamento). 

cuando -si es investidura- tendría que reputarse dentro de 
las runciones de ''orientación y formación gu bernamen­

tal ' ', illlrínseca a los parlamentos que tienen la potestad de 

"investir" gobiernos. Por lo demás, la propia Constitución 

de 1993, si bien incorpora la votación -una votación, a 

nuestro juicio, inútil- del programa que prese nta el presi­

dente del consejo, evita apelar a ese té rmino, antojadiza­

mente asumido en el reglamento. 

3.3. El proyecto de reglamento. 
Los cambios sufridos. 
Aquellas falta~ de concordancia al interior del reg la­

mento o. inc luso , las que tendría el reglamento con la doc­

trina constitucional, sin duda pueden explicarse por el des­

cuido. resultado a su vez de la precipitación y la ausencia 

de estudio y debate del contenido del proyecto. No obs­

tante, pese a la prisa, hubo tiempo para que algunos miem­

bros de la comisión de Constitución hiciesen determina­

dos cambios. que sí parecen mu y meditados, especialmente 

porque están orientados a educir o anular mecanismos de 

contml parlamentario y a fa vorecer el fácil manejo del 

Congreso por la mayoría parlamentaria. 

Los cambios sufridos por e l reglamc:nto sobre la es­

tructura casi intacta del proyecto fueron de dos formas: 

como supresiones y como agregados. Así, desde una pers­

pectiva general , la distribución de capítulos y secciones y 

hasta la redacción de artículos e incisos que exhibe el vi­

gente reglamento, coincide -casi mili métricamente- con 

las que exhibía el proyecto mandado a elaborar por la co­

misión de Constitución. Y si ambos difi eren en la numera-
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ción (el proyecto tiene 96 artícu­
los frente a 93 del reglamento), es 

sencillamente porque tres artícu­
los del proyecto fueron suprimi­

dos, aquellos que disponían -res-

pectivamente- la creación de un 
comité de gestión administrativa del Congreso (art. 34" 
del Proyecto), la regulación de los denominados "cuerpos 
especializados" (art. 43") y un mecanismo de control par­

lamentario para los regímenes de excepción, inserto al fi­
nal del proyecto (art. 95"), en consonancia con otros me­
canismos de control para la legislación delegada, los 
decretos de urgencia y los tratados internacionales ejecu­
tivm, que sí fueron asumidos en el vigente reglamento. 

Respecto al texto original del proyecto, el reglamento 

ha ampliado la regulación del debate del presupuesto en el 

pleno, con la presencia de ministrus y otras autoridades (art. 

~ 1" del reglamento), y la de la estación de preguntas (m1. 

~5"). También ha ampliado, en un mes. el tiempo consigna­
do a la segunda legislatura ordinaria, que se iniciará -por 
tanto- el 1" de marzo y no el 1" de abri 1 ( art. S 1 ") Y por 
cierto: amplió el número de comisiones ordinarias. De las 
die~: previstas en el proyecto se incrementaron a un total de 
quince (35"). Además, modificó casi en su integridad las 

funciones previstas para la comisión permanente y, respec­
to a la organi~:ación de los grupos parlamentarios, suprimió 

la figura del "vocero", planteada por el proyecto como au­

torintdo para refrendar proposiciones de ley en el pleno ( dis­
tinta a la del directivo-portavoz, que lo representa en las 
reuniones del consejo directivo). Pero son mayores las su­
presiones sufridas y algunas son muy sugestivas, pues están 
orientadas a cercenar mecanismos de control o de fiscaliza­
ción al interior del parlamento. Veamos: 

a) Respecto a los proyectos que, excepcionalmente 
careL·en de dictamen (exonerados de comisión), el proyec­
to planteaba -peligrosamente- que podía ser dispensado 
por "la mitad más w10 (/t·lnlÍmero legal de congresi.11as" 
(art. ~0"), que sería un total -inamovible- de 61 votos. El 
reglamento, sin embargo, redujo este requisito todavía más, 

l'xigiendo para la dispensa de comisión "la mitad más w10 

de los representantes presentes en el Congreso" (art. 7R 0
). 

b) Respecto a los decretos de urgencia a expedirse en 
el interregno parlamentario, el proyecto simplemente es­
pecificaba que el presidente de la república ''está oh!iga­
do u dar cuenta a la comisi!Ín permanente" de esos decre­
tos (art. 48"). El reglamento modifica la redacción y elimina 
la alusión al presidente de la república ( art. 46"). 

e) De igual manera, el proyecto preveía la lectura por 
el presidente del Congreso -entre otros asuntos del despa­
cho- de los oficios "que acom¡wíian las pm¡){)sicúmes de 
ley, enviadas por el¡nesidmte de la re¡níh!ica con carác­
ter de urgencú1 dc.lpllés de reali:;cula la úliima sesión del 
consejo directivo" (art. 56"). lnexplicablemente, reglamento 
suprimió la lectura de los oficios motivados que debe re­
mitir el presidente de la rcpüblicc¡ (art. 54"), cual si fuese 
no se quisiera advertir respecto a los proyectos de ley pro­
venientes del Ejecutivo o se quisiera someterlo, subrepti­
ciamente, a debate en el pleno. 

d) Respecto a las características de las leyes y sus 
procedimientos, el proyecto definía todas las modalida­
des, comen~:ando por las leyes de reforma constitucional, 

las leyes de desarrollo constitucional (leyes prioritarias. 

según mandato de la octava disposición transitoria de la 
Constitución de 1993 ), leyes orgánicas, ley de presupues­
to, leyes de habilitación de partidas y otras m<Ís (art. ~3"). 
Sin embargo, si bien el reglamento reproduce ese artículo 

con las diversas modalidades legislativas, suprime -extra­

ñamente- la referencia a las leyes de desarrollo constitu­
cional (art. ~ 1 "), pese al específico mandato constitucio­
nal que ellas entrañan, considerándolas leyes de aprobación 

prioritaria para los congresistas .. ¡,o será por eso mismo'' 

e) En concordancia con la novedosa exigencia cons­
titucional de establecer responsabilidades a los ministros 

que no respondan los informes solicitados por los congre­
sistas, el proyecto estableció -para la respuesta del minis­
tro- un plazo fijo de "quince días hábiles", tras lo cual 
habr;í lugar "a las re.1pon.mhilidades de !er" (art. ~9"). Sin 
embargo, el reglamento suprime la alusión a las "rl'.lpon­
sabilidades de In·" (pese a tratarse de un mandato consti­
tucional) y amplía burlonamente -hasta casi diluirlo- el 
plaw para remitir la respuesta: a) Si después de veinte 

días, el ministro no responde lm informes, se le reitera el 

pedido: b) Si diez días después de reiterado, tampoco res­
ponde, "se hwú ww segunda 1eiterociún"; e) Y, llnalmente. 
si transcurren cinco días después de la segunda reiteración 
y no se obtiene respuesta, "fa comisirín o ei¡J!eno fllll'llc 

requerir su presencia" (art. ~7"). En suma. pueden trans­
currir más de 35 días sin que el ministro responda el infor­
me ni los reiterados pedidos y el reglamento nada dice 
respecto a sus responsabilidades. Como tampoco dice qué 
hacer si -después de toda c'a negativa- también se nieg;¡ a 

asistir al Congreso pese al requerimiento de la comisi\Ín o 
del pleno. 

f) El trámite para ejercer el control de la legislación 
delegada, previsto en el proyecto, consideraba que la co­
misión de Constitución estudiaría y revisaría los d~crctos 
legislativos "'dentro de 1111 plazo ini¡Jm!Togahle de treinta 
días útiles" (art. 92"). El texto del reglamento suprime este 
plaw y sólo obliga a la comisiún de Constitución a estu­
diar los decretos legislativos sin establecer fecha m<íxima 
para ello (art. 90"). 

g) Respecto a la revisión de los tratados internacio­
nales ejecutivos. el proyecto planteaba, mediante cinco 

incisos (art. 94"), el procedimiento a seguir para su estu­

dio y control parlamentario en concordancia con el marco 
establecido por el art. 57" de la Constitución de 1993. Pero, 
el texto final del reglamento, prácticamente desaparece el 
trámite de revisión de tratados internacionales ejecutivos. 
al suprimir los tres últimos incisos del procedimiento y 
reducirlo al simple trámite de remisiún del documento al 

Congreso o a la comisión permanente. sin explicar para 
qué ( art. 92") 

h) Respecto a la votación de los congresistas, el pro­

yecto preveía que la abstención fuese fundamentada por 
escrito (art. 5~"). El reglamento diluye el propósito de esta 

fundamentación al permitir realizarla fuera del debate: hasta 
veinticuatro horas después (art. 56"). 

i) Respecto a la exposición del programa guberna­

mental a cargo del presidente del consejo de ministros. el 
proyecto -para facilitar la comunicación con el Congre­

so- permitía que aquél pudiese remitir a los umgresistas. 
"en/(mna ¡m•1•ia", el texto del discurso que iba a leer (art. 
~4"). El reglamento suprime esta posibilidad (art. ~2"). 

j) Finalmente, al artículo que del'il1c las fechas de 
inicio y término de las dos legislaturas ordinarias (an. 50" 

del reglamento), le agregó un párraro suelto, creando un 
instituto extraño al derecho parlamentario: las arbitraricts 

y muy controvertidas "sesiones wnpli(/(las". que !llcÍs <tde­

lante anali1.aremos. (CoNTIN\IAK;\) ID&SI 

PEDRO PLA!\AS Sil.\ 1 


